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PRESIDENCIA

La Mesa del Parlamento, en reunión celebrada el día 15
de diciembre de 1998, adoptó el acuerdo que se indica
respecto del asunto de referencia:

9.- INFORMES DE LA AUDIENCIA DE CUENTAS
9.1.- De fiscalización en relación con el uso de las letras

de cambio en el Ayuntamiento de San Andrés y Sauces.
Acuerdo:
En conformidad con lo previsto en el artículo 19 de la

Ley 4/1989, de 2 de mayo, de la Audiencia de Cuentas de

Canarias, y según lo dispuesto en el artículo 1.-1 de la
Resolución de la Presidencia, de 28 de febrero de 1991, por
la que se dictan normas de procedimiento en relación con
los informes de la Audiencia de Cuentas de Canarias en
ejercicio de la actividad fiscalizadora, se acuerda remitir el
informe de referencia a la Comisión de Presupuestos y
Hacienda y ordenar su publicación en el Boletín Oficial
del Parlamento.

De este acuerdo se dará traslado a la Audiencia de
Cuentas.

En ejecución de dicho acuerdo, y en conformidad con lo
previsto en el artículo 97 del Reglamento del Parlamento
de Canarias, dispongo su publicación en el Boletín Oficial
del Parlamento.

En la Sede del Parlamento, a 17 de diciembre de
1998.- EL PRESIDENTE, Fdo.: José Miguel Bravo de
Laguna Bermúdez.

INFORMES DE LA AUDIENCIA DE CUENTAS DE CANARIAS

EN TRÁMITE
IAC-245 De fiscalización en relación con el uso de las letras de cambio en el Ayuntamiento de San
Andrés y Sauces.

Página  1

IAC-246 De fiscalización de la gestión económico-financiera del Ayuntamiento de Alajeró.

Página 16



Núm. 4 / 2 14 de enero de 1999 Boletín Oficial del Parlamento de Canarias

INFORME DE FISCALIZACIÓN EN RELACIÓN CON EL USO
DE LAS LETRAS DE CAMBIO EN EL AYUNTAMIENTO DE

SAN ANDRÉS Y SAUCES (LA PALMA)

De conformidad y en cumplimiento de lo dispuesto en la
Ley 4/89, de 2 de mayo (BOC nº 64, de 8 de mayo), de la
Audiencia de Cuentas de Canarias, se ha procedido a
realizar un informe de fiscalización en relación con el uso de
las letras de cambio en el Ayuntamiento de San Andrés y
Sauces (La Palma).
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1. INTRODUCCIÓN

1.1 Justificación
El Pleno de la Audiencia de Cuentas, en sesión celebrada

el 12 de septiembre de 1996, y de conformidad con el
artículo 8.1 de la Ley 4/89, de 2 de mayo, acordó incluir en
el Programa de Actuaciones de 1997, previa denuncia de
los grupos de la oposición municipal, fundada en el artícu-
lo 116 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las
Bases del Régimen Local, una actuación fiscalizadora en
relación con el uso de las letras de cambio en el Ayunta-
miento de San Andrés y Sauces.

1.2 Objeto y alcance
El presente informe, de fiscalización limitada, está diri-

gido a verificar unos hechos puntuales y concretos, en los
que la Audiencia de Cuentas ha considerado conveniente
incidir de forma diferenciada y que se refieren al uso de las
letras de cambio en el Ayuntamiento de San Andrés y
Sauces (en adelante Ayuntamiento).

1.3 Objetivos
La actuación a seguir está delimitada por lo establecido

en el artículo 6 de la Ley 4/89, que determina que �en el
ejercicio de su fiscalización, la Audiencia de Cuentas
controlará el efectivo sometimiento de la actividad econó-
mico-financiera de los entes que integran el sector público
canario a los principios de legalidad, eficacia y economía�.

Sin embargo, dado el objeto antes indicado, el presente
informe de fiscalización limitada tiene el objetivo de
comprobar la utilización de letras de cambio. Y, en caso de
constatar su existencia, verificar el procedimiento seguido
en su emisión.

1.4 Metodología y limitaciones
Las pruebas realizadas han sido aquéllas que se han

considerado necesarias y suficientes a fin de poder cumplir
con el objetivo de este informe.

2. ANTECEDENTES

2.1 Documentación examinada
Para llevar a cabo esta fiscalización limitada, y de

acuerdo con su objeto y alcance, se ha examinado la
siguiente documentación:

- Las letras de cambio emitidas en los ejercicios de 1994
a 1996.

- Los mandamientos de pago correspondientes a las
mismas.

- Los libros y registros contables.
- Las Actas del Pleno corporativo.
- Los extractos y movimientos bancarios.
- Los expedientes de gastos con financiación afectada.
- Los estados y cuentas anuales de los ejercicios 1994,

1995 y 1996. (Véase anexo 3).

2.2 Procedimientos de fiscalización
Los procedimientos de fiscalización utilizados han sido

los siguientes:
- Examen de todas las letras de cambio que figuraban en

la relación enviada por la oposición y las comunicadas por
la propia Entidad.

- Verificación de los mandamientos de pago emitidos en
el periodo a fin de confirmar la inexistencia de otras letras
de cambio.

- Determinación de la sistemática seguida en su emisión,
atendimiento al vencimiento y posibles renovaciones, con
especial hincapié en los gastos con financiación afectada.

- Comprobación de los pagos realizados por la Corpora-
ción en la adquisición de los efectos timbrados.

2.3 Normativa aplicable
La legislación que resulta más relevante, a los efectos

del objeto de fiscalización, es la siguiente:
- Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del

Régimen Local.
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- Real Decreto legislativo 781/1986, de 18 de abril,
Texto Refundido de las disposiciones vigentes en materia
de régimen local.

- Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las
Haciendas Locales.

- Real Decreto 500/1990, de 20 de abril, por el que se
desarrolla el capítulo primero del título sexto de la Ley 39/1988.

- Ley 19/1985, de 16 de julio, Cambiaria y del Cheque.

3. TRABAJO REALIZADO

3.1 Concreción de importes
Las letras de cambio objeto de análisis en este informe

son las que corresponden a las que tenían fecha de venci-
miento en los ejercicios 1994 a 1996. El cuadro resumen
de los importes es el que figura a continuación:

AÑO IMPORTE

1994 18.578.926
1995 34.242.315
1996  7.428.174

TOTAL 60.249.415

Estos importes recogen las letras vencidas hasta 31 de
diciembre de 1996, pues la última letra de la que se tiene
constancia fue librada el 10 de septiembre de 1996, con
una fecha de vencimiento de 10 de diciembre del mismo
año, sin que exista evidencia del uso de letras de cambio
con posterioridad a dicha fecha.

En el análisis muestral efectuado se pudo comprobar la
existencia de diferencias en algunas facturas justificativas
de los mandamientos de pago siguientes:

AÑO MANDAMIENTOS DIFERENCIAS CON LAS

LETRAS ACEPTADAS

1995 207 a 213 63.218
1995 225 a 235 2.518
1995 326 a 332 3.315
1995 333 a 372 8.190
1995 422 a 425 93.920
1995 490 a 493 555
1995 416 a 421 15.159

TOTAL 186.875

Diferencias no justificadas por la Corporación y que son
consecuencia de las debilidades de control interno en
relación con su emisión y pago.

En todos los casos las letras fueron aceptadas por el
Alcalde-Presidente y el concejal que en esos ejercicios
tenía a su cargo la responsabilidad de la Tesorería, a pesar
de que en las Corporaciones Locales con secretaría de
clase segunda dicho puesto está reservado a habilitados de
carácter nacional o pueda ser desempeñado por uno de los
funcionarios propios debidamente cualificados, en fun-
ción de lo que determine la relación de puestos de trabajo,
cuya aprobación corresponde al Pleno de la Corporación,
aunque como consecuencia del no desarrollo del artículo 90
de la Ley 7/1985, en lo relativo a las normas, con arreglo
a las cuales hayan de confeccionarse dichas relaciones,
debió ser en el catálogo de puestos de trabajo en donde se
determinara quién había de desempeñarlo.

El desempeño del puesto de Tesorería por un miembro
de la Corporación sólo es posible en las Entidades Locales
con secretaría de clase tercera.

3.2 Consideraciones sobre su utilización
La posibilidad de uso de las letras de cambio por las

Corporaciones Locales no aparece regulada de forma
expresa en la legislación local.

El artículo 50 de la Ley 39/1988, en su apartado segundo
dispone que �el crédito podrá instrumentarse mediante las
siguientes formas:

a) Emisión de deuda pública.
b) Contratación de préstamos y créditos.
c) Conversión y sustitución total o parcial de operacio-

nes preexistentes�.
Como vemos, no aparece la letra de cambio como modo

de instrumentar el crédito las Entidades Locales.
Aludir a la letra de cambio, lo es a una dualidad de

relaciones perfectamente diferenciadas: cual son la rela-
ción cambiaria y extracambiaria o causal. Dualidad pre-
sente en las consecuencias y medidas garantizadoras de su
efectividad, traducida en las correspondientes acciones
cambiarias y causales.

Hecha esta apreciación y desde la perspectiva y el
prisma al que se ciñe el presente informe de centrar el
interés y atención en la vertiente estricta de la relación
cambiaria y las garantías para hacerlas efectivas, y dejan-
do al margen la referencia a la relación causal o
extracambiaria, resulte imprescindible constatar la filoso-
fía que inspira la Ley española cambiaria y del cheque. Ley
19/1995, entroncada en la legislación uniforme de Gine-
bra, de potenciación y fortalecimiento de la posición
jurídica del acreedor cambiario.

En este sentido una de las medidas que introduce la
legislación como garantía de aquella posición, es la confi-
guración de la letra de cambio como título ejecutivo, así el
artículo 66 de la arriba referida, establece que �la letra de
cambio� llevará aparejada ejecución a los efectos previs-
tos en los artículos 1.429 y siguientes de la Ley de
Enjuiciamiento Civil.

No obstante, el fortalecimiento de la posición del acree-
dor y la disposición anterior compaginan mal con lo
dispuesto en el artículo 154.21 de la Ley 39/1988 al
disponer que los tribunales, jueces y autoridades adminis-
trativas no podrán despachar mandamientos de ejecución
ni dictar providencias de embargo contra los derechos,
fondos, valores y bienes en general de la Hacienda Local,
ni exigir fianzas, depósitos y cauciones a las Entidades
locales. Con lo cual quedaría desvirtuada en dicho ámbito
administrativo, una característica definidora del título-
valor, como tal, quedando reducida de hecho, la utiliza-
ción de la letra de cambio a un simple mecanismo docu-
mental acreditativo de la deuda de la Corporación. Si bien

1 Modificado por la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de medidas
fiscales, administrativas y del orden social, que incorporó a la
redacción original el siguiente texto, �excepto cuando se trate de
la ejecución de hipotecas sobre bienes patrimoniales inmuebles
no afectados directamente a la prestación de servicios públicos�.
Excepción que no tiene efecto en el caso.
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se podría actuar frente a los obligados cambiarios en el
caso de que a su vencimiento resultaran impagadas.

Así que en cuanto al hecho de la aceptación por el
Presidente de la Corporación y el Tesorero, con sus firmas,
de las letras para el pago de las facturas, son letras acepta-
das por el Ayuntamiento, pues la letra de cambio ha de
contener un mandato puro y simple de pagar una suma.

En caso de aceptación por los tres claveros y que se
hubiera emitido con carácter previo el correspondiente
documento contable, al tratarse de un pago aplazado,
habría que darle el tratamiento que la Ley 39/1988 con-
templa para las operaciones de tesorería, para las que el
artículo 49 del mismo texto legal limita su posibilidad de
concertación a que lo sean únicamente con Entidades de
crédito. Además los artículos 52 y 53 establecen, el prime-
ro de ellos su límite máximo y el segundo la tramitación a
seguir.

Por ello la letra de cambio es un instrumento meramente
mercantil, que no se compagina bien con la naturaleza de
los procedimientos administrativos.

Como conclusión a lo antes expuesto, la utilización de
las letras de cambio por las Entidades locales, que según la
doctrina es en gran medida un medio de concesión de
crédito que representa el importe de una deuda derivada de
otro contrato, no resulta correcta, dado que la garantía
ejecutiva de la letra, en el caso de las Corporaciones
locales, queda absolutamente desvirtuada dadas las difi-
cultades de su aplicación, por la propia inembargabilidad
de sus bienes, aun en el caso de aceptación por los tres
claveros.

Si como ya se ha indicado, resulta improcedente e
inadecuada su utilización, aún lo es más el que el Ayunta-
miento haga frente a los gastos derivados de la adquisición
de los efectos timbrados.

Al mismo tiempo resulta necesario resaltar la ausencia
de control y seguimiento de las letras emitidas y en
circulación por la Tesorería e Intervención municipal.

Así, en dos de las letras analizadas, por un importe total
de 1.450.712 ptas., los gastos de los que derivaban tenían
financiación afectada y los recursos habían sido transferi-
dos por la Administración de la Comunidad Autónoma
con anterioridad al libramiento de las respectivas letras.
Siendo ello consecuencia de la aplicación del principio de
unidad de Caja, enunciado en los artículos 146.2 y 177.1 b)
de la Ley 39/1988, por el que se reconoce el mecanismo de
centralización de todos los fondos y valores generados
tanto por operaciones presupuestarias como extrapresu-
puestarias, que se destinan a satisfacer el conjunto de las
obligaciones, sin distinción, y del incumplimiento del
correlativo artículo 168 del mismo texto legal que dispone
que la expedición de las órdenes de pago con cargo al
Presupuesto habrá de acomodarse al plan de disposición
de fondos de la tesorería que se establezca por el Presiden-
te y que no ha sido elaborado en ninguno de los ejercicios
objeto de la presente fiscalización.

La solución de los problemas financieros y de tesorería
de la Corporación, de hecho durante largos periodos de los
ejercicios fiscalizados las existencias de saldos negativos
en cuentas bancarias, no pasa por la utilización de las letras
de cambio como forma de obtención de crédito sino por la

acomodación de los gastos a los ingresos reales, no hacien-
do figurar cifras inexistentes en los presupuestos y evitan-
do el incurrir en la contracción de obligaciones sin crédito
presupuestario, dado que la existencia previa de crédito es
requisito de validez de las obligaciones. Así lo disponen
los artículos 154.5 de la Ley 39/1988 y 25 del Real Decreto
500/1990.

El hecho de que en el Presupuesto General no se inclu-
yan los créditos necesarios para atender el cumplimiento
de las obligaciones, además del incumplimiento de lo
dispuesto en el artículo 146.1.a) de la Ley 39/1988, conlle-
va el que la Corporación no atienda muchas de las obliga-
ciones en el momento de su exigibilidad y tenga que acudir
con periodicidad anual a lo dispuesto en el artículo 23.1 e)
del Real Decreto legislativo 781/1986, que atribuye el
Pleno el reconocimiento extrajudicial de créditos. Los
importes ascendieron a 9.568.997 ptas. en el ejercicio
1995 y 4.029.606 ptas. en el de 1996.

4. CONCLUSIONES

Como resultado del trabajo de fiscalización limitada,
la Audiencia de Cuentas ha llegado a las siguientes
conclusiones:

1. La utilización de letras de cambio por el Ayuntamien-
to de San Andrés y Sauces carece de cobertura legal al
amparo de la legislación vigente.

2. Las letras aceptadas por el Presidente de la Corpora-
ción, y el Tesoro, con sus firmas, son letras aceptadas por
el Ayuntamiento.

3. En caso de que al vencimiento resultaran impagadas
las letras, presumiblemente el Ayuntamiento se converti-
ría en obligado cambiario.

4. No ha existido un control y seguimiento de las letras
emitidas y en circulación por la Tesorería e Intervención
municipales.

5. En el caso de gastos con financiación afectada, se
libraron letras para atender a los pagos derivados, cuando
los recursos ya habían sido transferidos al Ayuntamiento.

6. No ha existido acomodación de los gastos de la
Corporación a los ingresos reales.

7. El Ayuntamiento ha incurrido en gastos que no
disponían de la adecuada consignación presupuestaria.

8. La incursión en gastos sin consignación presupuesta-
ria y la inexistencia de procedimientos de gasto ha conlle-
vado el que la contabilidad no refleje en todos sus extre-
mos la realidad enconómico-financiera.

9. La última letra de la que se tiene constancia fue librada
el 10 de septiembre de 1996, con una fecha de vencimiento
de 10 de diciembre del mismo año, sin que exista evidencia
del uso de letras de cambio con posterioridad a dicha
fecha.

5. RECOMENDACIONES

1. Debe evitarse la utilización de las letras de cambio
como medio de obtención de crédito por su improcedencia
e inadecuación a las Administraciones Públicas.

2. En caso de que los proveedores necesiten liquidez, la
solución podría estar en adoptar reconocimientos deuda,
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entregándolos a los acreedores para que estos puedan
negociar con sus bancos la ampliación de sus líneas de
descuento, o crédito, con garantía de las facturas.

3. El Presupuesto General debe incluir en el estado de
gastos los créditos necesarios para atender al cumplimien-
to de las obligaciones, presentando un equilibrio real con
los ingresos.

4. El Ayuntamiento debe establecer un sistema de pro-
puestas de gasto que permita controlar el mismo, en el que
debería concretarse la necesidad de la existencia previa de
crédito, la competencia de los diferentes órganos, los
documentos contables y los flujos de los mismos.

5. La contabilidad debe reflejar la realidad económica de
la entidad con el fin de registrar la ejecución del presupues-
to así como las demás operaciones, pues uno de los
objetivos de la contabilidad es el proporcionar informa-
ción como objetivo básico para la toma de decisiones.

6. Una vez aprobado el Presupuesto, ha de elaborarse el
Plan de disposición de fondos, en el que se determinen las
magnitudes con cargo a las cuales se expedirán las órdenes
de pago, y que debe ser objeto de continua revisión en
función de la evolución seguida por las magnitudes plani-
ficadas y el nivel de su cumplimiento.

Santa Cruz de Tenerife, a 28 de octubre de 1998.-
EL PRESIDENTE, Fdo.: José Carlos Naranjo Sintes.

A N E X O 1

DON MANUEL MARCOS PÉREZ HERNÁNDEZ, ALCALDE PRESI-
DENTE DEL ILTMO. AYUNTAMIENTO DE SAN ANDRÉS Y SAUCES,
comparece y como mejor proceda, EXPONE:

Que en virtud de este escrito, y examinado el proyecto
de informe de fiscalización emitido por la Audiencia de
Cuentas de Canarias, sobre el uso de las letras de cambio
en este Ayuntamiento, formula las siguientes

ALEGACIONES

Primera.- En primer lugar, conviene dejar perfectamen-
te claro que, tal y como se recoge en el referido proyecto
de informe, la última letra librada por este Ayuntamiento,
lo fue el día 10 de septiembre de 1996, con fecha de
vencimiento a 10 de diciembre de dicho año, sin que con
posterioridad se haya hecho uso del expresado medio de
pago.

Segunda.- Si bien en las conclusiones del mencionado
proyecto de informe figura una conclusión que hace refe-
rencia a la no regulación de forma expresa de �la posibi-
lidad de utilización de las letras de cambio por las Corpo-
raciones Locales�, lo cierto es que no cabe duda de que
dicha utilización constituye una práctica corriente en las
Entidades Locales, al amparo que proporciona el artículo
179.2 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora
de las Haciendas Locales (precepto que es coincidente
con el artículo 121 del Texto Refundido de la Ley General
Presupuestaria), fundamentándose, su utilización, en que
al tratarse de una Administración Pública, quienes reciben
y negocian las letras de cambio, tienen la garantía de que

se atenderán a su vencimiento. Por tanto, aunque la refe-
rida disposición no admite expresamente la letra de cam-
bio como medio de pago, tampoco la excluye; y es por lo
que, el Ayuntamiento, en opinión de esta Alcaldía, si así lo
decide expresamente, puede hacer frente a sus obligacio-
nes mediante el establecimiento de la letra de cambio
como un medio de pago más.

Tercera.- La razón que ha conducido a esta Entidad
Local a utilizar este tipo de operaciones, se encuentra en
que con ello se ha dado respuesta a la necesidad de liquidez
de los proveedores. Por otra parte es de tener en cuenta que
desde el año 1996 se ha erradicado la utilización de este
medio de pago, lo que evidencia el informe de la propia
Audiencia de Cuentas, al señalar que desde el día 10 de
septiembre de 1996 no se han librado más letras de cambio
en este Ayuntamiento.

También es preciso señalar que los gastos de negocia-
ción de las letras libradas por este Ayuntamiento han sido
siempre por cuenta del tomador; ya que, en otro caso,
estaríamos ante una operación de tesorería y no sólo ante
un medio de pago.

Cuarta.- En cuanto al desempeño del puesto de Tesore-
ría por un miembro de la Corporación, actualmente ya se
ha corregido esta situación, que fue heredada por este
Grupo de Gobierno, sin haberse hecho, en su momento,
por los anteriores gestores del Ayuntamiento. La mencio-
nada situación se mantuvo al amparo de la Sentencia del
Tribunal Supremo de 3 de enero de 1996, en relación con
la Sentencia del mismo Tribunal de 4 de diciembre de
1990, que consideró ajustada a Derecho la regulación
reglamentaria que del artículo 92.4 de la Ley 7/1985, de 2
de abril, efectuó el Real Decreto 1.174/1987, de 18 de
septiembre, en el sentido de admitir el desempeño del
puesto de Tesorería, bien por funcionario bien por Corpo-
rativo, en aquellas Corporaciones con población inferior a
20.000 habitantes, como es el caso de esta Corporación.

Quinta.- Conviene precisar que los expedientes de reco-
nocimiento extrajudicial de créditos que se han tramitado
en este Ayuntamiento, no son consecuencia exclusiva-
mente de gastos sin cobertura presupuestaria; y las letras
de cambio en nada tiene que ver con dichos expedientes,
ya que dichos instrumentos de pago se han utilizado
únicamente para el pago de obligaciones reconocidas.

Sexta.- Desde esta Alcaldía se han ido arbitrando las
medidas necesarias tendentes a racionalizar y mejorar la
gestión económico-financiera de la Corporación, medidas
que tratan, en todo momento, de asegurar una acomoda-
ción lo más real posible entre los ingresos y los gastos de
este Ayuntamiento.

Por lo expuesto, y de conformidad con el artículo 44 de
la Ley 7/1988, de 5 de abril, de funcionamiento del
Tribunal de Cuentas, SOLICITA:

Que se admita a trámite el presente escrito de alegacio-
nes y sean tenidas en cuenta las alegaciones y justificacio-
nes contenidas en el mismo, por el Pleno de ese órgano
fiscalizador.

San Andrés y Sauces, a 28 de abril de 1998.- EL ALCAL-
DE, Fdo.: Manuel Marcos Pérez Hernández.



Núm. 4 / 6 14 de enero de 1999 Boletín Oficial del Parlamento de Canarias

A N E X O 2

Excmo. Sr.:

Don Simón Guzmán Conde Abreu, don Antonio Ma-
nuel Pérez Batista, doña Nieves María Dávila Martín y
doña María Pilar Toledo Hernández, concejales del grupo
municipal de Coalición Canaria (CC) en el Iltmo. Ayunta-
miento de San Andrés y Sauces, ante ese ente fiscalizador,
comparecen y como mejor proceda, DICEN:

Que en virtud de este escrito, visto el Proyecto de Informe
de Fiscalización emitido por la Audiencia de Cuentas de
Canarias, en relación con el uso de las letras de cambio de
este Iltre. Ayuntamiento, formulan las siguientes

A L E G A C I O N E S

PRIMERA. LOS OBJETIVOS DEL INFORME.- Lo primero a
considerar es el desacuerdo de esta parte sobre el conteni-
do del apartado 1.3 del Proyecto de Informe que, si bien
señala, en el primer párrafo, que �la Audiencia de Cuentas
controlará el efectivo sometimiento de la actividad econó-
mico-financiera de los entes que integran el sector público
canario a los principios de legalidad, eficacia y econo-
mía�; en el segundo, parece minimizar lo anterior decla-
rando que, en este caso concreto, se ha pretendido única-
mente �comprobar la utilización de letras de cambio. Y, en
caso de constatar su existencia, verificar el procedimiento
seguido en su emisión�, objetivo que nos parece no ya
limitado, sino redundante y poco ambicioso por las si-
guientes razones:

En primer término, de la documentación aportada por
esta parte, consistente principalmente en certificacio-
nes expedidas por la propia Intervención de Fondos
Municipal, se demuestra la profusa y sistemática utili-
zación de este instrumento de pago en el Ayuntamiento
de San Andrés y Sauces. Por tanto, el esfuerzo de la
Audiencia de Cuentas en demostrar esa evidencia se nos
antoja vano. En segundo, el procedimiento seguido en
su emisión, aún revistiendo cierta importancia, no pare-
ce ser el meollo de la cuestión.

En consecuencia, estimamos que no debe hacerse sal-
vedad alguna, sino, por el contrario, ese órgano ha de
proceder con estricta sujeción al estatuto que conforma su
actuar, es decir, analizar los hechos a la luz de los
principios de legalidad, eficacia y economía, declarando
tanto si los hechos analizados, como la letra de cambio en
sí y en la forma que viene siendo utilizada en este
Ayuntamiento, especialmente en las conclusiones (apar-
tado 4), contravienen o no esos principios. Además, no
ceñirse exclusivamente a la letra de cambio, entrando en
el análisis de todas las disfunciones que su utilización
pone de manifiesto.

SEGUNDA. EL PERIODO FISCALIZADO Y CONCRECIÓN DE

IMPORTES.- Ciñéndonos a los datos consignados en el
apartado 3.1 del Informe, se desprende que la letra de
cambio es un instrumento de pago utilizado con carácter
excepcional y coyuntural circunscrito a tres ejercicios
económicos sucesivos, los de 1994, 1995 y 1996, que

representan una duración menor que un mandato corpo-
rativo. Nada más lejos de la realidad. De la información
facilitada por esta parte a ese órgano mediante, entre
otros documentos, tres certificaciones expedidas por la
Intervención de Fondos Municipal, resulta que la
instrumentalización de este tipo de operaciones en el
Ayuntamiento de San Andrés y Sauces se viene practi-
cando de forma ininterrumpida, desde enero de 1991
hasta diciembre de 1996, esto es, durante dos mandatos
consecutivos que, sin duda, confieren a esta práctica un
carácter profuso y sistemático, no recogido expresa-
mente por ese ente fiscalizador. El cuadro resumen de
los importes consignados por el servicio de Intervención
es el que figura a continuación:

AÑO IMPORTE

1991 13.137.614
1992 20.166.475
1993 12.764.505
1994 18.578.926
1995 34.242.315
1996 7.428.174
TOTAL 106.318.009

Aparte de esto, según consta, asimismo, en certificacio-
nes obrantes en esa Institución, el propio Sr. Alcalde-
Presidente de esta Corporación ha reconocido en el seno
del órgano plenario, que esta práctica administrativa se
viene realizando incluso antes de su asunción al cargo.
Con lo cual, la utilización de la letra de cambio en este
Ayuntamiento hunde sus raíces en el tiempo más allá de
1987.

Por tanto, el hecho de que ese órgano fiscalizador
considerase suficiente fiscalizar de forma limitada sólo los
tres últimos ejercicios en que esta práctica se mantuvo, no
debe obviar otros hechos absolutamente acreditados y
evidentes, la totalidad de los importes antes desglosados y,
en su consecuencia, la profusa y sistemática utilización de
la letra de cambio en este Iltre. Ayuntamiento.

TERCERA. LA LETRA DE CAMBIO FRENTE A LOS PRINCIPIOS DE

LEGALIDAD, EFICACIA Y ECONOMÍA.- Independientemente de
los apelativos y secuencias de carácter eufemístico em-
pleados en el informe, tales como: �improcedente�,
�inadecuada�, �no se compagina bien�, �no resulta correc-
ta�, etc., estimamos que, utilizando un criterio sistemático
de interpretación de las normas jurídicas que vienen en
aplicación, se debe concluir que la utilización de la letra de
cambio como medio de pago por parte de las Corporacio-
nes Locales es ilegal:

En primer lugar, el artículo 31.2 de la Constitución
declara que el gasto público realizará una asignación
equitativa de los recursos públicos, y su programación y
ejecución responderán a los criterios de eficiencia y
economía, previsión que en el escalón normativo inferior
se incorpora tanto a la Ley 39/1988, de 28 de diciembre,
reguladora de las Haciendas Locales (en adelante LRHL),
como a la Ley 4/1989, de 2 de mayo, de la Audiencia de
Cuentas de Canarias.
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En segundo lugar, como bien se fundamenta en el
Informe (apartado 3.2), la letra de cambio como título que
lleva aparejada ejecución pugna con el artículo 154.2 de la
citada LRHL y, además, no es casual que el artículo 50 del
mismo texto legal no la contemple como medio de crédito,
ni tampoco como medio de pago. Sin embargo, conviene
recordar que la letra de cambio es en sí misma un medio de
obtención de crédito, que en el ámbito de las Corporacio-
nes Locales equivale, en el fondo, a una operación de
tesorería. Aunque para tal consideración, en la forma,
requiera la firma de los tres claveros y las condiciones
señaladas en los artículos 52 y 53 de la LRHL, condiciones
que nunca se dieron en este Ayuntamiento, ello no le exime
del mismo carácter de la operación de tesorería, esto es, la
obtención de crédito, pero, en todo caso, una operación de
tesorería encubierta. Conceptuación que se echa en falta
en el mencionado apartado.

En tercer lugar, la letra de cambio, también, choca
frontalmente con la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de
Contratos de las Administraciones Públicas (LCAP), y
no olvidemos que, después de la entrada en vigor de
este texto legal, el Ayuntamiento suscribió como libra-
do dieciocho letras de cambio, quince de las cuales con
vencimiento superior a dos meses. En tal sentido,
transcribimos una valoración técnica publicada en
El Consultor, número 5, de 15 de marzo de 1996, que
aplica como fundamento jurídico la citada LCAP: �De
conformidad con lo previsto en los artículos 14.3º y
100 de la Ley 13/1995 de 18 de mayo, de Contratos de
las Administraciones Públicas, no cabe el aplazamien-
to en el pago. El contratista tiene derecho al abono de
la prestación realizada, dentro de los dos meses si-
guientes a la fecha de la expedición de certificaciones
o de los correspondientes documentos que acrediten la
realización total o parcial del contrato. Por lo tanto,
cualquier fórmula que se aparte de las previsiones
anteriores, sería contraria a la legalidad vigente�. He
aquí una simple valoración técnica que no elude con-
cluir que la letra de cambio contraviene la legalidad
vigente.

Por otra parte, la Ley 4/1989, de 2 de mayo, de esa
Institución, en su artículo 6.3, establece: �El control de
eficacia tendrá como finalidad determinar el grado en que
se hayan alcanzado los objetivos previstos, analizando las
desviaciones que se hayan podido producir y las causas
que las originen�. Pues bien, aunque en el Informe se
tratan algunas desviaciones importantes, tales como dife-
rencias entre facturas justificativas y mandamientos de
pago, desvío de fondos con financiación afectada, pago de
obligaciones que carecían de crédito presupuestario, etc.,
y sólo se señala como causa que las origina la ausencia de
control interno por la Tesorería e Intervención municipa-
les, conviene precisar que esta ausencia, como explicare-
mos más adelante, deriva, a su vez, de la propia gestión
económico-financiera porque actúa como prolongación
de ésta:

La resistencia de la Alcaldía a acudir a la operación de
tesorería para procurarse liquidez �art. 180.1 LRHL� tiene
que ver con su propósito de impedir que el Pleno ejercite su

cometido de control y fiscalización de los órganos de gobier-
no, dado que, en el mejor de los casos, debe dar cuenta a éste
de este tipo de operaciones �art.53.2 LRHL�.

En tal sentido, cabe añadir que el oscurantismo de la
gestión económico financiera en el Ayuntamiento de
San Andrés y Sauces es tal que esa Institución, en los
sucesivos informes anuales que ha emitido respecto a la
liquidación de los respectivos presupuestos, no ha detec-
tado la utilización de la letra. Ello nos lleva a cuestionar el
rigor y la veracidad de los datos que le suministra el
Ayuntamiento en orden a la realización de tales informes,
de tal modo que los porcentajes de la carga financiera en
sucesivos ejercicios, por ejemplo, no se corresponden con
la realidad de los hechos y, sin duda, sobrepasan los
reflejados por esa entidad fiscalizadora.

Por último, la letra de cambio viene a suponer que la
obligación que ha de satisfacer el Ayuntamiento se
realice en condiciones más onerosas, al repercutirse
sobre el principal tanto los gastos derivados de la
adquisición los efectos timbrados, como los gastos de
tramitación-negociación con las entidades financieras.
Nada más contrario al principio de economía constitu-
cionalmente garantizado.

De los gastos en la adquisición de efectos timbrados con
cargo a la Corporación, si bien en el Informe se constata su
existencia, no se evalúa, sin embargo, su coste efectivo,
conforme a las previsiones establecidas en el artículo 6.4
de la Ley de esa Institución; de los gastos de tramitación-
negociación con las entidades financieras, significa-
tivamente superiores, que llegaron a situarse en torno a un
20% a finales de los 80 y principios de los 90, ni siquiera
se hace referencia. Bien es cierto que esta parte no ha
aportado documentación oficial al respecto, porque nunca
se le ha facilitado, pese a haberla solicitado en multitud de
ocasiones, a lo largo de tres años y de todas las maneras que
el ordenamiento jurídico permite. Tales peticiones se
acreditan documentalmente.

Sin embargo, entre los documentos de que dispone esa
Institución, obran tres certificaciones y un informe del
servicio de Intervención donde se ha omitido ese extremo,
así como un acta certificada de la sesión plenaria de fecha
27/10/95, donde el Sr. Alcalde dice textualmente: �...y
nunca su utilización ha originado gastos de demora,
debiendo tenerse en cuenta que el peligro de ejecutividad
de la letra de cambio reside en no atenderla a su venci-
miento.�. Afirmación que el primer edil ratifica en simila-
res términos en sesión plenaria de fecha 29/03/96, como se
acredita documentalmente.

Es evidente que los gastos de tramitación-negociación
han sido por cuenta y cargo de la Corporación, primero por
una cuestión de sentido común, ningún proveedor, encima
de conceder el pago aplazado por un servicio realizado
después incluso de varios años, va a sufragar los gastos
derivados de su aplazamiento; y, en segundo, porque todos
los libradores consultados, sin dudarlo, así lo mantienen;
y, en tercero, siguiendo las palabras del Sr. Alcalde,
obviamente no ha originado gastos de demora para quien
ha sufragado los gastos de tramitación, y el librador no
demora el pago, sino lo recibe.
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En cualquier caso, ese órgano debe recabar del servicio
de Intervención Municipal, que es quien tiene que acredi-
tar ese extremo, la cuantificación de esos gastos para su
incorporación fiscalizada al Informe definitivo, porque,
de otro modo, éste quedaría incompleto e insustancial en
el aspecto más problemático que conlleva el uso de la letra
de cambio en el seno de las Corporaciones Locales.

CUARTA. LA FUNCIÓN INTERVENTORA.- Llegados a este
punto, es necesario referirnos a una cuestión que resulta
capital, a saber, la inexistencia material de la función
interventora con la extensión que la configura el artículo
195 de la LRHL y el 4 del Real Decreto 1.174/1987, de 18
de septiembre, que se demuestra por la ausencia total y
absoluta de fiscalización, de formulación de los reparos
procedentes, de intervención formal de la ordenación del
pago, y, cómo no, de intervención y control material de las
inversiones y aplicación de las subvenciones.

Pero, la funcionaria interina responsable del servicio no
sólo no ha intervenido esta práctica administrativa, sino,
muy al contrario, una vez comunicada su existencia a ese
órgano por esta parte, la justifica, en los mismos términos
que venía haciendo la Alcaldía, aduciendo: �...La única
irregularidad que detecta esta Intervención de Fondos es
que no ha existido un conocimiento previo de la utilización
de este medio por parte de esta Corporación Local�.
Consta en informe obrante en esa entidad.

La ausencia de control interno respecto de la gestión
económico-financiera determina que ésta se venga llevan-
do a efecto conculcando el principio de legalidad consti-
tucionalmente garantizado �art. 103.1�, que, recordemos,
constituye la piedra angular del estatuto del actuar de la
Administración Pública, de tal modo que puede afirmarse
que toda actuación administrativa al margen del ordena-
miento jurídico carece de legitimidad democrática.

QUINTA. LA FUNCIÓN DE TESORERÍA.- A mayor abun-
damiento, cabe reseñar que la función de Tesorería la
desempeña durante dos mandatos sucesivos, desde julio
de 1987 hasta junio de 1995, el concejal don Santiago
José Hernández Hernández, quien acumula además los
siguientes cargos, que se acreditan documentalmente,
todos ellos adscritos al gobierno municipal y a la gestión
económico-financiera: Portavoz del grupo de Gobierno,
Primer Teniente de Alcalde y miembro de la Comisión de
Gobierno, Presidente de la Comisión Informativa Espe-
cial de Cuentas, Presidente de la Comisión Informativa
de Economía y Hacienda y Delegado de Hacienda, aparte
de Alcalde accidental en las múltiples ausencias del
titular, especialmente las derivadas de su cargo como
senador de la isla.

Situación absolutamente incompatible e ilegal, ya que,
conforme a las previsiones establecidas el artículo 18.3 del
Real Decreto 1.174/1987, de 18 de septiembre, en los
Ayuntamientos con Secretaría de clase segunda, como
bien se señala en el Informe, el desempeño del puesto de
Tesorería está reservado a funcionarios con habilitación
de carácter nacional y puede ser desempeñado por uno de
los funcionarios propios debidamente cualificados.

El nombramiento del citado concejal, el 8 de julio de
1987, como Depositario de Fondos con la responsabili-
dad de la función de Tesorería, se ajustaba perfecta-
mente a la normativa de aplicación contenida en el
artículo 168 del Reglamento de Funcionarios. Sin embar-
go, una vez que entró en vigor el Real Decreto 1.174/1987,
de 18 de septiembre, tendría que haberse producido la
corrección correspondiente, esto es, nombrar tesorero a
un funcionario con habilitación nacional o a un funcio-
nario de los que disponía y dispone la plantilla munici-
pal. Corrección que, no sólo no se produjo en el manda-
to 1987-1991, antes bien, el corporativo es ratificado en
su desempeño con un nuevo nombramiento para el
mandato 1991-1995.

Como ya anticipamos, ello nos lleva a concluir, sin el
menor reparo, que la Tesorería de este Ayuntamiento ha
venido actuando como una prolongación directa del Go-
bierno municipal, como si Gobierno y Tesorería fueran
una misma realidad, dado que las funciones inherentes a
cada uno, la gestión económico-financiera y su control
necesario, tan diferentes como contrapuestas, se confun-
den inseparables en la misma persona.

Iniciado el presente mandato 1995-1999, pese a la
disposición de funcionarios de carrera con reconocida
solvencia y experiencia, es nombrada para el cargo una
Auxiliar interina que fuera Secretaria Particular de la
Alcaldía, cuyo acceso a la función pública y los actos que
de él se derivaron, fueron declarados nulos de pleno
derecho por la Dirección General de la Función Pública
del Gobierno de Canarias, como se acredita docu-
mentalmente. Aún así continúa ejerciendo el cargo.

SEXTA. LA LETRA DE CAMBIO FRENTE AL PLAN DE SANEA-
MIENTO Y MEJORA DE LAS HACIENDAS MUNICIPALES CANA-
RIAS.- Al igual que la mayor parte de las Corporaciones
Locales de Canarias, este Ayuntamiento se acogió en
su día a los beneficios de este plan previsto en el
artículo 20.a) de la Ley de Presupuestos Generales de
la Comunidad Autónoma para 1993, con los objetivos
y condiciones establecidos en el Decreto 199/1993, de
24 de junio, y la Ley 3/1994, de 3 de febrero, de
Cooperación al Saneamiento y Mejora de las Hacien-
das Municipales Canarias.

Así, mientras este Ayuntamiento percibía, por un lado,
las trasferencias otorgadas para sanear su maltrecha ha-
cienda, por otro, emitía letras de cambio, con un notable
incremento en 1995, para pagar obligaciones contraídas,
con el coste adicional que su formalización entraña.

Si convenimos en las desviaciones peculiares que
este instrumento comporta en este Ayuntamiento y, en
general, en el ámbito de las Administraciones Públicas,
sobre todo su carácter de operación de tesorería encu-
bierta, considerando que una de las limitaciones que
impone el Plan es, precisamente, la concertación de ese
tipo de operaciones más allá de sus previsiones, se hace
necesario que ese órgano fiscalizador indique, al me-
nos en el Informe definitivo, si la utilización de este
instrumento mercantil es o no compatible con los obje-
tivos y condiciones del referido plan, conforme a lo
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dispuesto en el artículo 13 de la Ley 3/1994, de 3 de
febrero, de Cooperación al Saneamiento y Mejora
de las Haciendas Municipales Canarias. Los moti-
vos son obvios:

En primer lugar, porque lo ha solicitado esta parte.
En segundo lugar, porque la Dirección General de

Administración Territorial del Gobierno de Canarias, ór-
gano tutelar del Plan de Saneamiento, habiéndole solicita-
do esta parte un pronunciamiento al respecto, trasladó, a su
vez, a la Audiencia de Cuentas el expediente, como órgano
al que corresponde la fiscalización externa de la gestión
económica, financiera y contable del sector público de la
Comunidad Autónoma de Canarias.

Y, en tercer lugar, porque, independientemente de estas
peticiones, ese órgano, conocida la realidad de los hechos,
debe hacer uso de sus competencias, esto es, fiscalizar las
subvenciones, créditos avales y todas las ayudas, cual-
quiera que sea su naturaleza, concedidas por los órganos
del sector público canario a personas físicas o jurídicas,
conforme a lo establecido en el artículo 5.1.a) del estatuto
que conforma sus actuaciones. Sobran más comentarios.

Adjuntando al presente los siguientes documentos
acreditativos:

A) Documentos del 1 al 9.- del 1 al 8, documentos de
petición de certificación o informe a la Alcaldía e Interven-
ción de Fondos sobre los gastos de tramitación, entre otros
extremos, de las letras libradas por el Ayuntamiento. El
documento 9 es un oficio reciente de la Alcaldía signifi-
cando que se facilitarán los datos después de la emisión del
Informe definitivo.

B) Documentos 10 y 11, relativos a las manifestaciones
de la Alcaldía en el Pleno, sobre los gastos de demora de
las letras de cambio.

C) Documentos relativos a los cargos ostentados por el
concejal-tesorero don Santiago José Hernández Hernández,
durante el periodo 1987-1995:

12) Acta de la sesión plenaria de fecha 08/07/87, sobre
constitución del Ayuntamiento, que recoge los cargos de
gestión asignados a este concejal, durante el mandato
1987-1991.

13) Acta de la sesión plenaria urgente de la misma fecha,
sobre el nombramiento del citado concejal como Deposi-
tario de Fondos con la función de Tesorería.

14) Acta de la sesión plenaria de fecha 22/06/91, sobre
constitución del Ayuntamiento, que recoge los cargos de
gestión asignados a este concejal, durante el mandato
1991-1995.

15) Notificación al citado concejal del acuerdo plenario
29/08/91, sobre su nombramiento como Tesorero de la
Corporación, acuse de recibo y aceptación del mismo.

D) Documentos relativos a doña María Jesús Francisco
Gómez, sobre su contratación como Secretaria particular
y Auxiliar interina y Tesorera:

16) Certificación de su nombramiento como Secretaria
particular de la Alcaldía y toma de posesión.

17) Oficio e Informe de la Dirección General de la
Función Pública, sobre nulidad del proceso selectivo que
dio lugar a su contratación como Auxiliar interina.

18) Certificación de su nombramiento como Tesorera
de la Corporación y diligencia haciéndose cargo de tal
función.

Por cuanto ha quedado expuesto, acreditado con los
documentos relacionados que se acompañan al presente
escrito, a esta entidad fiscalizadora,

S O L I C I T A N

PRIMERO.- Que, a su vez, ésa interese al Ayuntamiento de
San Andrés y Sauces la expedición de certificación, por la
Intervención de Fondos Municipal, comprensiva del coste
efectivo que ha tenido que sufragar este Ayuntamiento en
la tramitación-negociación con las entidades bancarias de
todas y cada una de las letras emitidas, de tal modo que este
extremo sea incorporado como contenido de fiscalización
en el Informe definitivo.

SEGUNDO.- Que, teniendo por admitidas las alegaciones
formuladas en el presente escrito, sean tenidas en cuenta
por ese ente fiscalizador a la hora de confeccionar el
Informe definitivo.

TERCERO.- Y, por último, una vez emitido éste, ese
órgano emprenda en esta Corporación una fiscalización
tan amplia que abarque el conjunto de su gestión económi-
co-financiera, visto que, como consecuencia de la realiza-
da sobre la letra de cambio, se han detectado irregularida-
des de tal magnitud, que desbordan su problemática:
incursión de gastos sin consignación presupuestaria,
desequilibrios entre ingresos y gastos, existencias de sal-
dos negativos en cuentas bancarias, desvío de ingresos con
financiación afectada, etc., irregularidades que ponen de
manifiesto que el recurso a la letra de cambio no ha sido
casual ni gratuito, sino la consecuencia resultante de
desórdenes de mayor calado y envergadura.

San Andrés y Sauces, a nueve de junio de mil novecien-
tos noventa y ocho.- Fdo.: Simón Guzmán Conde Abreu.
Fdo.: Nieves María Dávila Martín. Fdo.: María Pilar
Toledo Hernández. Fdo.: Antonio Manuel Pérez Batista.
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IAC-246 De fiscalización de la gestión económico-
financiera del Ayuntamiento de Alajeró.

(Registro de Entrada núm. 1.876, de 10/12/98.)

PRESIDENCIA

La Mesa del Parlamento, en reunión celebrada el día 15
de diciembre de 1998, adoptó el acuerdo que se indica
respecto del asunto de referencia:

9.- INFORMES DE LA AUDIENCIA DE CUENTAS
9.2.- De fiscalización de la gestión económico-financie-

ra del Ayuntamiento de Alajeró.
Acuerdo:
En conformidad con lo previsto en el artículo 19 de la

Ley 4/1989, de 2 de mayo, de la Audiencia de Cuentas de
Canarias, y según lo dispuesto en el artículo 1.1 de la

Resolución de la Presidencia, de 28 de febrero de 1991,
por la que se dictan normas de procedimiento en rela-
ción con los Informes de la Audiencia de Cuentas de
Canarias en ejercicio de la actividad fiscalizadora, se
acuerda remitir el Informe de referencia a la Comisión
de Presupuestos y Hacienda y ordenar su publicación
en el Boletín Oficial del Parlamento.

De este acuerdo se dará traslado a la Audiencia de
Cuentas.

En ejecución de dicho acuerdo, y en conformidad con  lo
previsto en el artículo 97 del Reglamento del Parlamento
de Canarias, dispongo su publicación en el Boletín Oficial
del Parlamento.

En la Sede del Parlamento, a 17 de diciembre de 1998.-
EL PRESIDENTE, Fdo.: José Miguel Bravo de Laguna
Bermúdez.

INFORME DE FISCALIZACIÓN DE LA GESTIÓN ECONÓMICO-
FINANCIERA DEL AYUNTAMIENTO DE ALAJERÓ

De conformidad y en cumplimiento de lo dis-
puesto en la Ley 4/89, de 2 de mayo (BOC nº 64, de
8 de mayo), de la Audiencia de Cuentas de Cana-
rias, se ha procedido a realizar la fiscalización de
la gestión económico-financiera del Ayuntamien-
to de Alajeró (La Gomera), correspondiente a los
ejercicios de 1991 a 1996.
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1. INTRODUCCIÓN

1.1 Justificación
El Pleno de la Audiencia de Cuentas, en sesión celebrada

el 25 de marzo de 1997, y de conformidad con el artículo
8.1 de la Ley 4/89, de 2 de mayo, acordó incluir en el
Programa de Actuaciones de 1997 la realización de la
actuación fiscalizadora acordada por el Parlamento de
Canarias, en sesión de 30 y 31 de octubre de 1996, y
referida a la gestión económico-financiera del Ayunta-
miento de Alajeró (en adelante Ayuntamiento) correspon-
diente a los ejercicios 1991 a 1996.

1.2 Hechos auditados
Han sido objeto de la presente fiscalización los hechos

generados en los ejercicios 1991 a 1996, abordando tanto
los aspectos contables y presupuestarios como los patri-
moniales, así como los de organización y control interno
existentes en la Entidad.

1.3 Objetivos
La actuación a seguir está delimitada por lo establecido

en el artículo 6 de la Ley 4/89, al determinar que �en el
ejercicio de su fiscalización, la Audiencia de Cuentas
controlará el efectivo sometimiento de la actividad econó-
mico-financiera de los entes que integran el sector público
canario a los principios de legalidad, eficacia y economía.

Sin embargo, las dificultades existentes a la hora de
valorar los principios de eficacia y economía en una
Corporación local, unidas a las limitaciones encontradas
en los sistemas de gestión y control de la entidad, nos
obliga a centrar nuestros esfuerzos en dos aspectos:

- El cumplimiento de la legalidad vigente en materia de
gestión de fondos públicos. Y

- El sometimiento de la documentación financiera pre-
sentada a los principios contables que le son de aplicación.
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Por tanto, no se ha analizado si la gestión económico-
financiera del Ayuntamiento se ha llevado a cabo con
criterios de eficacia, eficiencia y economía.

1.4 Alcance y procedimientos de auditoría
La fiscalización se ha centrado en los ejercicios econó-

micos de 1991 a 1996, con un especial hincapié en los dos
últimos.

El trabajo se ha llevado a cabo de acuerdo con los
principios y normas de auditoría del sector público apro-
bados por la Comisión de Coordinación de los Órganos
Públicos de Control Externo Españoles y publicados en el
BOC nº 114, de 28 de agosto de 1991. Por ello, ha incluido
todas aquellas pruebas sustantivas y de cumplimiento,
habituales en auditoría, que se consideraron necesarias en
cada circunstancia para la obtención de la evidencia sufi-
ciente, pertinente y válida que fundamente las opiniones y
conclusiones vertidas en el presente informe.

Las limitaciones encontradas en cuanto a la información
disponible vienen referidas en el apartado 3 sobre docu-
mentación examinada.

1.5 Realización del trabajo
El trabajo de campo se inició en junio de 1997 en la sede

del propio Ayuntamiento y concluyó en septiembre del
mismo año, con la elaboración del proyecto de informe, en
la sede de la Audiencia de Cuentas.

El equipo humano ha estado compuesto por un Técnico-
auditor y dos Ayudantes de auditoría, dirigidos por el
Consejero-auditor.

2. DICTAMEN - OPINIÓN

En opinión de esta Audiencia de Cuentas, la inexistencia
de registros contables, las deficiencias, por práctica inexis-
tencia, del control interno implantado y la ausencia de
control sobre la práctica totalidad de las actividades corpo-
rativas, impide manifestarnos, por ausencia de los mis-
mos, sobre los estados contables de los ejercicios 1991 a
1996.

En segundo lugar, la ausencia de los registros patrimo-
niales nos impide emitir opinión sobre la situación patri-
monial de la Entidad.

Por último, y en cuanto al sometimiento de la actividad
económico-financiera al principio de legalidad, se apre-
cian importantes infracciones a la normativa reguladora
que se ponen de manifiesto en los respectivos apartados
del informe.

3. DOCUMENTACIÓN EXAMINADA

En la actuación fiscalizadora llevada a cabo se compro-
bó que no se había respetado la normativa vigente en
materia económico-financiera, ya que no fue posible ob-
tener, por inexistente, y por tanto analizar, entre otra, la
siguiente documentación:

- Libro de Actas del Pleno.
- Libro de Actas de la Comisión de Gobierno.
- Dictámenes de las Comisiones Informativas.
- Libros o registros contables.

- Presupuestos Generales, expedientes completos y
anexos.

- Cuentas Generales del Presupuesto con los justificantes.
- Estados de ejecución de los Presupuestos de ingresos

y gastos.
- Expedientes de modificación de crédito.
- Expedientes de modificación de las ordenanzas fiscales.
- Registros de recaudación.
- Estados o cuentas resuntivos de la recaudación.
- Relación de mandamientos de pago a justificar.
- Documentación relativa a los bienes de propiedad

municipal.
- Expedientes completos de licencias de obra.
- Expedientes de contratación de obras, suministros,

asistencia técnica y consultoría.
Durante los ejercicios objeto de fiscalización no se

respetó la normativa vigente de control presupuestario, ya
que durante 1991 no se llevaron los registros contables que
establecía la Instrucción de Contabilidad aprobada por
Decreto de 4 de agosto de 1952, en tanto que para los de
1992 a 1996 no se aplicaron los contemplados en la
aprobada por Orden de 17 de julio de 1990. Siendo los
únicos documentos contables existentes, y prácticamente
la única información disponible, los mandamientos de
ingreso y pago confeccionados en el periodo, sin que sea
posible garantizar que correspondieran a la totalidad de los
cobros y pagos efectuados.

Junto a ello, la falta de colaboración del Secretario-
Interventor dificultó en gran medida la actuación, hasta tal
punto que en la primera visita formulada al Ayuntamiento
por el equipo de trabajo se ausentó sin justificación alguna
y no se reincorporó hasta que concluyó la misma, en tanto
que en la segunda no proporcionó información alguna
(véase anexo 1).

No obstante, es necesario resaltar la colaboración pres-
tada por el resto del personal de la Corporación.

4. CONSIDERACIONES SOBRE EL CONTROL INTERNO

De los diversos análisis realizados sobre la actividad
municipal y en relación con los procesos seguidos en las
transacciones con repercusión económico-financiera, cabe
hacer las siguientes apreciaciones:

a) No se confeccionan las actas del Pleno, ni de la
Comisión de Gobierno, así como tampoco el libro de
Resoluciones de la Alcaldía, con lo que no se ha dejado
constancia de los acuerdos y resoluciones de los órganos
corporativos.

b) No se ha dejado constancia de los dictámenes formu-
lados por las distintas comisiones informativas, de las que
tampoco se tiene evidencia sobre su número, denomina-
ción y funciones.

c) No se ha llevado contabilidad alguna relativa a las
operaciones realizadas en los ejercicios, con lo que no ha
cumplido las finalidades que le son propias.

d) No existen expedientes relativos a las aprobaciones
de los Presupuestos Generales, por lo que no consta que
hubiera aprobación de los mismos.

e) En cuanto a las Cuentas Generales de los Presupues-
tos, no consta su tramitación y aprobación plenaria.
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f) No se han conformado expedientes de contratación de
obras, suministros, asistencia técnica y consultoría, por lo
que no se ha dejado constancia de que las adjudicaciones
se realizaran respetando los principios de publicidad,
concurrencia, igualdad y no discriminación, existiendo
evidencia de contratación verbal.

g) La inexistencia de actuación fiscalizadora, pues no se
ha realizado una función sistemática de fiscalización pre-
via y posterior, que asegure la procedencia económica y
legal de las operaciones.

h) Al cierre de cada ejercicio resultaban desconocidos
los ingresos y gastos pendientes de realización, sin que
existieran relaciones pormenorizadas de deudores y
acreedores.

i) La inexistencia de control alguno de la Tesorería sobre
la recaudación municipal y de la Corporación sobre esta
última, de tal modo que no fue posible determinar los
importes recaudados en el periodo ni su cruce con los
pendientes de cobro, pues se carecía de información sobre
los importes totales liquidados.

Todo el procedimiento se limitaba a que quien ejercía las
funciones de  tesorero ingresara lo cobrado, sin indicación
de concepto ni ejercicio, con lo que se confeccionaba los
mandamientos de ingreso. Los ingresos en las cuentas de
la Corporación se producían de forma regular, a fin de cada
mes, sin que se haya observado la existencia de comproba-
ciones efectivas y regulares.

Además de esta falta de control, también se ha detectado
otras como: inexistencia de Actas de arqueo y conciliacio-
nes bancarias periódicas, difícilmente realizables por no
disponer el Ayuntamiento de registros por cuentas y ban-
cos del saldo contable.

j) En las transacciones generadoras de gasto no se ha
seguido un procedimiento normalizado para la gestión
económica de las compras corrientes y de la recepción de
los servicios prestados. No existe propuesta previa de
adquisición con indicación expresa de la existencia de
crédito para ello, ni se formaliza con carácter general la
recepción y la prueba de conformidad con los bienes y
servicios recibidos por parte de los responsables de la
Corporación.

k) No consta por parte de la Corporación, la aprobación
ni la verificación de los padrones, ni tampoco la confec-
ción de las liquidaciones tributarias de ingreso directo.

l) No existe un procedimiento para la adquisición, recep-
ción, registro, conservación, protección y baja de los
bienes que integran el Patrimonio Municipal. Debido a la
inexistencia de Inventario Municipal aprobado, la Corpo-
ración carece de un registro actualizado y fiable que defina
sus activos, y se incumple lo dispuesto en el Reglamento
de Bienes de las Entidades Locales.

m) No ha existido control alguno sobre la tesorería y no
se confeccionaron previsiones de tesorería y financiación.

5. MANDAMIENTOS DE INGRESO

Para la realización del presente apartado se revisó una
muestra de 23 mandamientos, 5 del ejercicio 1994, 4 de
1995 y 14 correspondientes a 1996 (véase anexo 2).

Del análisis efectuado se desprende las siguientes con-
clusiones:

1. En doce casos figuran sin la firma del Tesorero.
2. Con carácter general carecen de numeración alguna.
3. En veinte casos no se acompaña ningún justificante.

6. TESORERÍA

Para el examen de la presente área se procedió a efectuar
una circularización a las entidades financieras a fin de
confirmar los saldos y otros aspectos relacionados con la
gestión de la Tesorería, no habiéndose recibido respuesta
de algunas de las entidades en las que figuran abiertas
cuentas de titularidad municipal. Como limitación hay que
señalar que las confirmaciones recibidas de los bancos, en
algunos casos, han sido incompletas en cuanto a los datos
solicitados.

En la circularización a la Caja General de Ahorros de
Canarias aparece la cuenta nº 20650051181114000081,
cancelada el 28/l2/95, que no figura en los extractos
bancarios facilitados por el Ayuntamiento.

En la fiscalización llevada a cabo se han podido detectar
las siguientes deficiencias:

- No se confeccionan actas de arqueo debido a la
inexistencia de soportes y registros contables y por tanto
no se realizan conciliaciones periódicas de saldos, habién-
dose limitado la actuación del tesorero a la firma de
cheques y transferencias bancarias.

- Los expedientes de apertura de las cuentas no figuran
en la Tesorería, no constando por tanto las razones que
motivaron su apertura.

- Se ha detectado mediante los mandamientos, ingresos
y pagos en efectivo a través de la Caja Corporación, no
constando la existencia de control sobre los mismos.

- La Tesorería se ha limitado al archivo de los extractos
bancarios de forma más o menos ordenada y la expedición
de mandamientos de pago e ingresos.

Los fondos del Ayuntamiento se distribuían en 1991 en
3 cuentas corrientes que pasan a ser 4 en 1993 y 5 cuentas
corrientes y 1 restringida de recaudación en 1994, mante-
niéndose este número hasta la actualidad.

De las cuentas abiertas hay 2, las abiertas en 1993 y 1994
(cta. nº 362 de La Caixa y cta. nº 279 del Banco Central
Hispano) que no han tenido ningún movimiento.

Con el objeto de comprobar la liquidez existente en
tesorería se ha procedido a confirmar los saldos bancarios
de los dos últimos ejercicios a 31.12, tal como figura en el
cuadro siguiente:
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BANCO CUENTA TIPO DE
CTA.

SALDO TIPO DE I. EFECTIVO

31/12/95 31/12/96 1995 1996

Caja Canar ias 05531114000027 Opera tiva 42.125.527 38.175.658 7% 5,75%

Caja Canar ias 05531114000123 Restr i ngi da 972.940 1.172.101 0,10% 0,10%

BBV 1632 Opera tiva 906.332 2.318.103 6,25% 5,25%

BCL 3800420 Opera tiva 4.740.329 8.158.462 5% 2%

Cen tral Hispano 2810037279 Opera tiva 4.126.311 4.223.906 3% ---

La Caixa 0200046362 Opera tiva 160.001 164.180 4,32% ---

Como se puede observar existe un elevado saldo en las
cuentas, constatando la no existencia de descubiertos a lo
largo de los ejercicios analizados, lo que conduce a reco-
mendar la utilización de fórmulas que permitan conseguir
una mayor rentabilidad a estos fondos.

7. RECAUDACIÓN

En los ejercicios objeto de fiscalización la gestión
recaudatoria fue desarrollada de forma directa por la
entidad.

En el procedimiento seguido por la Corporación para la
liquidación y efectividad de los recursos que constituyen
la hacienda local, se concluyó lo siguiente:

- Inexistencia de seguimiento y registro contable de las
liquidaciones practicadas. La tesorería no realiza segui-
miento alguno de la gestión recaudatoria y no existe
constancia de que se haya emitido ninguna certificación de
descubierto para proceder al cobro, en vía ejecutiva, de los
valores pendientes de cobro en voluntaria.

- La tesorería no formula estado alguno relativo a la
gestión recaudatoria el cual deberá poner de manifiesto
ante el Pleno la gestión llevada a cabo.

- Inexistencia de un registro de contribuyentes.
- Las altas en padrones no fueron precedidas, en todos

los casos, de la preceptiva notificación, conforme determi-
na el artículo 124.3 de la Ley General Tributaria.

- Ausencia de fiscalización de las liquidaciones de
ingreso directo y padrones cobratorios.

- Hubo una modificación de las ordenanzas fiscales
inicialmente aceptadas en el ejercicio 1989, como conse-
cuencia de la aprobación de la Ley 39/1988, de la que no
existe constancia alguna en el Ayuntamiento, salvo refe-
rencia indirectas a la misma, siendo desconocidos, por
tanto, las fechas de aprobación plenaria y de publicación
en el BOP, así como, las nuevas tarifas a aplicar.

- Hasta el 3er trimestre de 1996 no se confeccionaron, y
como consecuencia no se aprobaron, los padrones para el
cobro de la tasa por recogida de basura y del abastecimien-
to de agua.

- Se han realizado ingresos, sin que conste la existencia
de documento liquidatorio, para las tasas por cementerio
municipal y apertura de establecimientos.

- A pesar de tener ordenanza fiscal aprobada la Corpo-
ración no ingresó importe alguno por:

a) La tasa por licencia de auto-turismo y demás vehícu-
los de alquiler.

b) El impuesto sobre instalaciones, construcciones y
obras.

c) El precio público por apertura de calicatas o zanjas en
terrenos de uso público y cualquier remoción del pavimen-
to o aceras en la vía pública.

d) El precio público por ocupación de terrenos de uso
público con mercancías, materiales de construcción, es-
combros, vallas, puntales, anillos, andamios y otras insta-
laciones análogas.

- Para la recaudación de los precios públicos no se
confeccionaron padrones, habiéndose procedido a la emi-
sión de los recibos sin ninguna otra actuación previa.

- Para los padrones IBI no consta la aprobación ni
publicación en el BOP.

8. GASTOS

La Corporación carece de un procedimiento de com-
pras, de realización de propuestas de gasto previo y de
selección de proveedores.

No consta la existencia de intervención crítica, ni existe
control alguno por parte de la Secretaría-Intervención, no
constando la existencia de expediente alguno de gastos y
careciendo de las preceptivas ordenaciones de gasto y
pago.

Por tanto, no existe seguridad de que la totalidad de las
transacciones de cada ejercicio se correspondan con los
mandamientos de pago existentes, única documentación
obrante y que como consecuencia de la ausencia de regis-
tros contables se corresponde más bien con una agrupa-
ción de facturas.

Se han examinado 46 mandamientos, en su mayoría
correspondientes a los ejercicios 1995 y 1996 (véase
anexo 3).

En su análisis se ha observado lo siguiente:
- En ningún caso consta la aprobación del gasto.
- En 28 mandamientos no consta el DNI del interesado.
- En 7 mandamientos no consta justificación alguna.
- En 23 mandamientos no consta la comprobación de la

realización del servicio o la recepción del material.
- En 4 de las facturas, anexas a los mandamientos, no

consta el nombre o razón social del proveedor.
- En 10 facturas no consta el NIF del proveedor.
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- En 7 facturas no consta el domicilio del proveedor.
- En 2 facturas no se identifica el suministro o servicio

realizado.
- En 11 facturas no figura la numeración ni la serie.
En la totalidad de los mandamientos correspondientes a

subvenciones concedidas por el Ayuntamiento, pudo com-
probarse la inexistencia de justificación alguna de las mismas,
así como la inexistencia de expediente relativo al acuerdo de
aprobación y acreditación de la realización del pago.

Entre los pagos analizados figuran algunos a favor del
periódico El Correo de La Gomera, del que es director el
Secretario-Interventor, que corresponden a gastos de muy
diversa índole y no relacionados con la actividad de un
medio de prensa que además carece de medios propios de
maquetación y fotocomposición.

Para atender las necesidades financieras municipales,
las únicas operaciones de crédito vigentes fueron las
formalizadas por el Cabildo Insular de La Gomera con el
Banco de Crédito Local, con cargo al Ayuntamiento para
la financiación de la aportación municipal a las obras
incluidas en los Planes Insulares de Obras y Servicios. De
estos préstamos la Corporación no lleva control alguno.

En cuanto al personal, no consta que se haya elaborado
la plantilla, que debiendo ser aprobada anualmente, a
través del Presupuesto, deberá comprender todos los pues-
tos de trabajo reservados a funcionarios, personal laboral
y eventual. Tampoco figuran abiertos los expedientes
individuales del personal laboral.

No constan los expedientes relativos a la contratación
del personal laboral, por lo que no se ha podido determinar
la existencia de procedimientos de selección.

En el periodo comprendido entre el 1 de enero de 1993 y
31 de octubre de 1994 estuvo trabajando como auxiliar
administrativo una concejala del equipo de gobierno, lo que
infringió el artículo 178.2.b) de la Ley Orgánica 5/1985, de
19 de junio, de Régimen Electoral General, que determina
la incompatibilidad entre la condición de Concejal y de
personal activo del respectivo Ayuntamiento.

Por otra parte figuran dos trabajadoras de la limpieza para
las que no consta su vínculo laboral con la Corporación, sin
que en los Mandamientos de Pago de sus retribuciones figure
justificación alguna. Tampoco consta retención por Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas y Seguridad Social.

En la verificación de las nóminas no se pudo determinar,
en el caso del personal funcionario, los complementos de
destino incluidos, pues los importes no coinciden con
ninguno de los atribuidos a los distintos niveles.

En cuanto a las retribuciones de miembros electivos, cons-
tan las nóminas correspondientes al Alcade-Presidente y 1er

Teniente de Alcalde, pero dada la ausencia de actas del Pleno,
no se pudo comprobar la existencia de acuerdo relativo a
declaración de exclusividad y atribución de percepciones.

9. INMOVILIZADO

En la Corporación figura un inventario del que no consta
la fecha de terminación ni su aprobación por el Pleno.
Tampoco consta referencia alguna a las rectificaciones
inventariales que han de verificarse anualmente.

Por tanto, no se llevó a cabo la comprobación que, como
consecuencia de las elecciones locales de 1995, exige el
artículo 33.2 del Reglamento de Bienes, ni se efectuó su
remisión a la Administración del Estado y a la Comunidad
Autónoma.

Tampoco consta la existencia de archivo alguno de la
documentación que ha de refrendar los datos del inventario,
ni certificación registral de los bienes inmuebles propiedad
de la Corporación, así como tampoco de la elevación a
escritura pública de los contratos de compra-venta.

10. CONTRATACIÓN

La Corporación carece de registro de contratos. Tampo-
co ha sido facilitado ningún expediente de contratación
referido al periodo de fiscalización, por lo que nos encon-
traríamos ante contrataciones verbales.

Con objeto de enumerar alguno de los contratos que
debieron formalizarse y por carecer, tal como ya se ha
indicado, la Corporación de libros de contabilidad, se
acudió como método indirecto, a los mandamientos de
pago, de los que se seleccionaron 18 casos (véase anexo 4)
tanto de obras, suministros, asistencia técnica y trabajos
específicos y concretos no habituales, constatando tam-
bién la ausencia de factura que acompañara al mandamien-
to de pago en los números 1, 2, 5, 6 y 15.

En lo que respecta a las obras por Administración, no se
llevó un control de las mismas, ni relación de las ejecuta-
das y pendientes de realización.

11. CONCLUSIONES

Las conclusiones más relevantes que se desprenden de la
fiscalización realizada son las que se señalan a continuación:

1) De las recomendaciones incluidas en el �Informe de
fiscalización de la gestión económico-financiera del Ayun-
tamiento de Alajeró 1989�, aprobado por el Pleno de la
Audiencia de Cuentas en sesión celebrada el 10 de abril de
1991, la Corporación no acometió ninguna en los ejerci-
cios posteriores.

2) No se respetó la normativa vigente de control presu-
puestario, ya que no se llevó registro contable alguno.
Siendo la única información disponible los mandamientos
de ingreso y pago existentes.

3) No constan los acuerdos y resoluciones de los órganos
corporativos, ya que no se confeccionaron actas ni decretos.

4) No ha existido control alguno sobre la tesorería y
recaudación municipales.

5) Hubo una ausencia absoluta de actuación fiscalizadora
por parte de la Secretaría-Intervención.

6) Existieron pagos a favor de un periódico del que es
director el Secretario-Interventor, correspondientes a gas-
tos no relacionados con su actividad.

7) No constan expedientes relativos a la contratación del
personal laboral.

8) Se infringió el artículo 178.2.b) de la Ley Orgánica
5/1985, de Régimen Electoral General, al ser contratada
una concejala como auxiliar administrativo.

9) Trabaja para el Ayuntamiento personal para el que es
desconocido su vínculo laboral o administrativo, no cons-



Boletín Oficial del Parlamento de Canarias 14 de enero de 1999 Núm. 4 / 21

tando en los pagos realizados a los mismos, la retención
por Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y
Seguridad social.

10) Para el Alcalde-Presidente y Primer Teniente de Alcal-
de, que perciben remuneraciones periódicas de la Corpora-
ción, no se pudo comprobar la existencia de acuerdo relativo
a la declaración de exclusividad y atribución de percepciones.

11) No consta la existencia de archivo alguno de la
documentación relativa a los bienes propiedad del Ayun-
tamiento, ni la certificación registral de los inmuebles.

12) No se han conformado expedientes de contratación, por
lo que no se ha dejado constancia del cumplimiento de los
principios básicos que informan la contratación administrativa.

12. RECOMENDACIONES

1) Deben acometerse de inmediato las medidas necesa-
rias encaminadas a la solución de los incumplimientos
generalizados, citados en el apartado 4 del presente infor-
me, sobre consideraciones de control interno y en concre-
to, las que se citan seguidamente.

2) Debe dejarse constancia de los acuerdos y resolucio-
nes de los órganos corporativos, no siendo válidos los
acuerdos no reflejados en el Libro de Actas del Pleno, tal
como prescribe el artículo 52.2 del RDL 781/1986.

3) Se deberán establecer procedimientos de control
interno a fin de adaptar la gestión a la legalidad presupues-
tario-contable y a conseguir llevar unos registros conta-
bles que permitan conseguir la representatividad de los
estados financieros.

4) Debe procederse a la definición de los procedimien-
tos administrativo-contables fundamentales: compras,
nóminas, pagos y cobros.

5) Debe rendirse la Cuenta General, toda vez que el
sometimiento al régimen de contabilidad pública lleva
consigo la obligación de rendirla.

6) Deben concentrarse esfuerzos en el establecimiento y
mejora de un auténtico procedimiento recaudatorio, a fin
de potenciar los ingresos derivados de los recursos de
gestión propia.

7) Es preceptivo el establecimiento de un sistema basado
en la contabilización de las propuestas de gasto que permi-
ta realizar las compras y gastos corrientes sabiendo que
existe crédito adecuado y suficiente, constituye un requi-
sito necesario para el control del gasto. Evitándose así las
obligaciones contraídas sin crédito presupuestario.

8) Debe procederse al establecimiento de un adecuado
sistema de seguimiento y control del Patrimonio.

9) Se debe proceder a la tramitación de los expedientes
contractuales, debiendo prestarse a los mismos la máxima
atención, como garantía de objetividad, transparencia y
eficacia en la gestión de fondos públicos. Evitándose así la
contratación verbal.

10) Deben establecerse los controles adecuados y nece-
sarios en la tesorería, de tal modo que se garantice la
confección de los documentos y estados precisos. Así
como el diseño de un programa de tesorería que maximice
la rentabilidad de los fondos.

Santa Cruz de Tenerife, a 28 de octubre de 1998.- EL

PRESIDENTE, Fdo.: José Carlos Naranjo Sintes.

A N E X O  1

José Manuel González Pérez, Consejero-Auditor de la
Audiencia de Cuentas de Canarias, en el ejercicio de su
actuación fiscalizadora al Ayuntamiento de Alajeró du-
rante los días 12 y 13 de junio de 1997, MANIFIESTA:

Al Sr. Presidente de la Corporación que la actitud tomada
por el Sr. Secretario-Interventor ausentándose de su puesto
de trabajo sin justificación alguna tras la breve recepción del
primer día, no colaborando en absoluto con el equipo de
fiscalización y dejando a los miembros del equipo pendien-
tes de recibir los documentos solicitados, ha puesto en
evidencia por sí mismo dejación en el ejercicio de sus
funciones, ello constará en el informe de fiscalización.

También manifiesta la ejemplar colaboración prestada por
el personal funcionario de la Corporación, así como la
correcta actitud tanto de esa Presidencia como la de los
portavoces de los grupos municipales en las respectivas
entrevistas, requeridas por el procedimiento de fiscalización
de acuerdo con los PRINCIPIOS Y NORMAS DE AUDITORÍA PÚBLICA.

Por todo ello pido al Sr. Alcalde que me remita escrito en
el que conste:

1º La ratificación de la ausencia del Sr. Secretario-
Interventor durante las horas de trabajo de los días 12 y 13
de junio.

2ª La ratificación de que por la Presidencia de la Corpora-
ción, desde sus dependencias, se le reclamó al Sr. Secretario-
Interventor su necesaria presencia en tales dependencias.

3º Que en tales fechas no constó en la Corporación
razón alguna de baja por enfermedad del Sr. Secretario-
Interventor.

Espero pronta contestación y que los efectos de esta
lamentable situación se corrijan o subsanen en aras del
buen hacer de la Corporación así como de mi propia
misión auditora.

En Alajeró, a 13 de junio de 1997.- EL CONSEJERO-
AUDITOR, Fdo.: D. José Manuel Glez. Pérez.

A LA ATENCIÓN DE D. JOSÉ MANUEL GONZÁLEZ PÉREZ.
CONSEJERO-AUDITOR DE LA AUDIENCIA DE CUENTAS.

Como Presidente de la Corporación del Ayuntamiento
de Alajeró, respecto a la actitud tomada por el Sr. Secreta-
rio-Interventor, D. Juan Melián González; el más sorpren-
dido he sido yo, al llamarle en presencia de ustedes, la
contestación fue que se le había bajado la tensión. Desde
dicha reunión, le he seguido llamando, sin respuesta hasta
el día 17, porque el día 16 se le envió un fax notificándole
que compareciera en estas dependencias. El día 17 compa-
rece sin que haya presentado ningún parte facultativo de
baja ni de ninguna especie.

Les agradezco que me pidan les envíe esta nota, para que
tengan constancia de que el Sr. Secretario se ha ausentado
de estas dependencias sin el permiso de esta Alcaldía, por
lo cual se formará expediente disciplinario y se tomarán las
medidas oportunas ante quien sea.

Atentamente, y quedando a su disposición para lo que
sea preciso. Enrique Quintero Arzola. Alcalde-Presidente
del Iltre. Ayuntamiento de Alajeró.

Alajeró, a 18 de junio de 1997.
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En relación con la auditoría que se está realizando a esta
institución por personal de la Audiencia de Cuentas de
Canarias sobre los ejercicios económicos de 1991, 92, 93,
94, 95 y 96 y para la que es necesario aportar un volumi-
noso conjunto de documentos presupuestarios, contables
y administrativos, por este Secretario-Interventor se seña-
la lo siguiente:

1º) Quede constancia de la más completa disposición de
esta Secretaría-Intervención para la mejor ejecución de la
citada auditoría.

2º) Por lo indicado por el personal de la Audiencia, se
requiere, entre otros, los expedientes y documentación
siguiente: Presupuestos, Liquidaciones de dichos Presu-
puestos, Libros obligatorios, Cuentas, Expedientes de
contratación, Actas de las Sesiones Plenarias, Actas de las
Comisiones de Gobierno, Comisiones Informativas, Con-
tratos Laborales, Inventario de Bienes, Dietas,... etc. Todo
ello referido a los últimos 6 años. Como es fácil de
comprobar se trata de toda la vida, prácticamente, admi-
nistrativa de esta Corporación Local en ese período, dejan-
do al margen la correspondencia ordinaria.

3º) Además de atender la búsqueda, preparación y
puesta a disposición de toda esa documentación adminis-
trativa, por este Secretario se tiene que atender todas las
cuestiones diarias que conlleva este Ayuntamiento mu-
chas de ellas improrrogables.

4º) Este Secretario se encuentra, además, en situación de
tratamiento médico en estos momentos, lo que le impide
estar en la mejor situación para atender tal cúmulo de
trabajo, imposible siquiera si esta situación no se diera.

Por todo ello y en aras de la mejor consecución de lo que
se pretende, como es realizar una completa y buena auditoría
de los ejercicios mencionados y para conseguir, al mismo
tiempo, la mejor organización de todos, es por lo que se
plantea al personal de esta Audiencia el siguiente esquema
de trabajo:

- Se indiquen expedientes y documentos de los distintos
ejercicios que se van a utilizar al objeto de que por este
Secretario-Interventor se proceda a su búsqueda, prepara-
ción y puesta a disposición; y

- Se señale fecha próxima para su comprobación, para
que ese día se tenga todo separado y preparado, quedando
únicamente pendiente de aportar la documentación anexa
que se vaya requiriendo.

Desconoce este Secretario-Interventor la forma en que
se han realizado las auditorías de otras instituciones,
seguro que con más medios y personal para poder atender
adecuadamente al personal de la Audiencia, pero creo que
éste es el método más racional y el que permitirá realizar
adecuadamente la Auditoría que todos pretendemos salga
mejor.

Alajeró, a 3 de julio de 1997.- EL SECRETARIO.

 En ejecución del Programa de trabajo aprobado para la
fiscalización de la gestión económico-financiera de esa
Corporación correspondiente a los ejercicios de 1991 a
1996, el equipo de trabajo de esta Audiencia de Cuentas
que está realizando las verificaciones y comprobaciones
incluidas en el mismo, ha solicitado del Secretario-Inter-
ventor la documentación siguiente:

1º. Los expedientes de aprobación de los Presupuestos.
2º. Las liquidaciones de los presupuestos con sus respec-

tivos expedientes de aprobación.
3º. Libros y registros contables.
4º. Expedientes de contratación.
5º. Libro de Actas del Pleno.
6º. Libro de Actas de la Comisión de Gobierno.
7º. Dictámenes de las Comisiones informativas.
8º. Expediente de aprobación del Inventario de Bienes.
Sin que hasta el momento se les haya proporcionado la

misma, por lo que solicito a Ud. que dé las órdenes
oportunas para que lo más rápidamente posible sea puesta
a su disposición, o bien, se emita certificación acreditativa
de su inexistencia.

Santa Cruz de Tenerife, a 3 de julio de 1997.- EL

CONSEJERO-AUDITOR, Fdo.: José Manuel González Pérez.

DON JUAN MELIÁN GONZÁLEZ, SECRETARIO DE ADMINISTRA-
CIÓN LOCAL, CON EJERCICIO EN EL ILTRE. AYUNTAMIENTO DE

ALAJERÓ.

C e r t i f i c o: Que visto escrito remitido por el Iltmo.
Sr. Consejero-Auditor de Corporaciones Locales, de fe-
cha 3 de julio actual y con Registro de Entrada núm. 644,
de 4 de julio, y por el que se solicita a este Secretario-
Interventor los documentos siguientes: 1) Expedientes de
aprobación del Presupuesto; 2) Liquidaciones de los Pre-
supuestos; 3) Libros y registros contables; 4) Expedientes
de Contratación; 5) Libros de Actas del Pleno; 6) Libros de
Actas de Comisión de Gobierno; 7) Dictámenes de la
Comisión Informativa; 8) Expediente de aprobación del
Inventario de Bienes; no pudiendo poner a disposición del
personal de la Audiencia de Cuentas la documentación
señalada en el día de la fecha.

Lo que se hace constar a los efectos de unir al expediente
de fiscalización iniciado por la Audiencia de Cuentas.
VºBº EL ALCALDE,

DON ENRIQUE QUINTERO ARZOLA, ALCALDE-PRESIDENTE

DEL ILTRE. AYUNTAMIENTO DE ALAJERÓ (LA GOMERA).

Visto escrito remitido por el Iltmo. Sr. Consejero-Audi-
tor de Corporaciones Locales, de fecha 3 de julio actual y
con Registro de Entrada núm. 644, de 4 de julio, y por el
que se solicita al Sr. Secretario-Interventor los documen-
tos siguientes:

1) Expedientes de aprobación de los presupuestos.
2) Liquidación de los presupuestos.
3) Libros contables y registros.
4) Expedientes de contratación.
5) Libro de Actas del Pleno.
6) Libros de Actas de Comisión de Gobierno.
7) Dictámenes de la Comisión Informativa.
8) Expediente de aprobación del Inventario de Bienes.
Le comunico, que no consta la existencia de tal docu-

mentación en el día de la fecha y que no han sido entrega-
dos por el Sr. Secretario-Interventor al equipo Auditor de
la Audiencia de Cuentas de Canarias.

Alajeró, a cuatro de julio de mil novecientos noventa y
siete.- EL ALCALDE-PRESIDENTE, Fdo.: Enrique Quintero
Arzola.
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Relac i ó n d e Ma n dam i e n t os de In g reso

Fecha Conce p t o I m p or t e
 Marzo 94  Lice ncia d e o bras  140.804
 Mayo 94  Lice ncia d e o bras  89.722
 Julio 94  Lice ncia d e o bras  300.000
 A gos t o 94  Lice ncia d e o bras  252.136
 A gos t o 94  Su bve nci ó n Paro/92  164.376
 Nov ie m b re 95  Lice ncia d e o bras  123.539
 Dic ie m b re 95  Rev isi ó n a nual taxis  35.000
 Dic ie m b re 95  Su m i nis tr o ag ua 3º  T/95  1.589.995
      ------     95  A d q uisici ón nich os y  lá pid as  31.500
 Ju ni o 96  Su m i nis tr o ag ua 2º  T/96  1.645.428
 Ju ni o 96  FUTM 91 y  92  48.600
 Julio 96  A t rasos IBI  48.920
 Julio 96  IVTM  165.442
 Julio 96  Lice ncia d e o bras  1.833.500
 Julio 96  Lice ncia d e t ax is  30.000
 Julio 96  Li ce nci a de ap er t ura  17.250
 Julio 96  A trasos basura  22.060
 Julio 96  A t rasos su m i nis t r o ag ua  139.118
 Julio 96  Recar go ap re m i o  19.504
 A gos t o 96  IIVTNV  19.656
 A gos t o 96  Lice ncia d e o bras  18.650
 A gos t o 96  Pues t os y  ven t orr i ll os  454.500
 A gos t o 96  Pues t os y  ven t orr i ll os  90.000

A N E X O  3

Relaci ón de Man da m ie n t os d e Pago

Fecha Provee d o r Co nce p t o Im p or t e

Ene r o 96 Cor re os y  Telé gra fo Fra n q ue o Car t as Juzgad os 708

Ene r o 96 Paq ue t er ía A lej o Tra nsp o r tes 606

Feb re ro 96 ---- Ay u das a Do m i cil i o 527.485

Feb re ro 96 José V. H dez. Padill a Ma te r iales Co nst r ucció n 45.487

Feb re ro 96 Ro dsan I nsig nias y Ban de ras 172.328

Feb re ro 96 A pinsa Fu m ig ue 94.355

Feb re ro 96 Se bastiá n A rzola Hd ez. Devol uci ón Im p uest os 8.954

Feb re ro 96 San tiag o Plase nci a Hdez. Obra d e Al u m b rad o Pú blic o 832.000

Ju ni o 96 Ur ba no He r re ra Arzola Var i os M at er i al es 131.355

Ju ni o 96 Man uel Cu bas Ro d r ígu ez Rep araci ó n ve hícul o 20.176

Ju ni o 96 La Cuev i t a Com i das, Gas t os Rep res. 24.050

Ju ni o 96 Cole gi o Im ad a Su bve nció n Viaje 25.000

Oc t u b re 96 Elías García Navarr o Co m pra de cu bi er tas 18.000

Oc t u b re 96 El  Cor re o d e La Gom era Cop ias Ll aves 1.250

Oc t u b re 96 El  Cor re o d e La Gom era Anuncios, Adhesivos, Folletos y Diplo mas Cursos 460.000

Dicie m br e 96 Las A f or t u na das Ma te r iales Co nst r ucció n 19.431

Dicie m br e 96 Li dia E. Hd ez. Cruz Ma t. Para el  su m . ag ua 24.535

Dicie m br e 96 Neg r ín Her m a n os S.L. Pr o d uc t os Li m pi eza 52.241

Dicie m br e 96 Ma nu el M o ra Truj ill o Redacci ón de Proyec t o 126.468

Ene r o 95 J. Mar ía Za m oran o Hdez. Re paració n Fax 13.832

Ene r o 95 Cor re os y Telé gra f os Fra n q ue o 3.493

Ene r o 95 Á n gel  Rg uez. Rguez. Tra nsp o r tes 7.640

Ene r o 95 El  Cor re o d e La Gom era Pu bli caci o nes y  Feli ci t ac i o nes 200.000

May o 95 El  Cor re o d e La Gom era Folle t os 3.000.000

May o 95 El  Cor re o d e La Gom era A n unc i os 150.000

A N E X O  2
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Relaci ón de Man da m ie n t os d e Pago

Fecha Pr ovee d or Co nce p t o Im p or t e

May o 95 Bar  So nia Excu rsi ó n 3 ª  Eda d 3.800

May o 95 Ur b an o Her rera A rzola Ob ra “Carre t era Im a da” 4.360.857

Se p t ie m b re 95 Ur b an o Her rera A rzola Ob ra “Mar q uesi nas” 537.600

Se p t ie m b re 95 Eli gi o Ne gr í n M o n tesi n os Var i os Ma te r iales 9.015

Se p t ie m b re 95 Fi t apa Su bve nció n 15.000

Se p t ie m b re 95 Ur b an o Her rera A rzola Garaje- Al m acé n 4.340.311

En er o 94 Dyk i nson S.L. Co m pra d e Li b r os 7.832

Oc t u b re 94 Col egi o Sa n tia g o A p óst ol In f or m es Li m piad o ras 16.832

Oc t u b re 94 Coce m fe Pu b lici da d 98.800

Fe bre r o 93 ATM Com p ra de Li b r o 3.700

Nov ie m b re 93 D. Fer na n d o Hd ez. Fer rar So p or t es Asie n t os 40.000

Fe bre r o 93 Co pin ol ta S.A. Cin ta Má q ui na 17.250

En er o 93 Tra nsp o r tes Al ej o Serv ici o Paq ue t er ía 6.000

En er o 92 Car pi n te r ía Go m era S.L. Var ios Cris tales 41.450

En er o 92 Rafael  No da M o re n o Rec ogi da Basu ra 106.000

Se p t ie m b re 92 Au t om o t or  Canar ias S.A. Com p ra A m b ulanc ia 1.450.000

Oc t u b re 92 Al f o nso M orales A rzol a Transp or t e 21.000

Fe bre r o 91 Ram ó n M o ra Cruz Trans. Viaj e Co ncejales 7.000

Marzo 91 Ins ti t u t o de la Juve n t u d Suscr ipc i ó n Revis t a 1.608

Dic ie m b re 91 Vic t or i an o Rg uez. Padil la Transp or t e 33.000

Nº OBRAS CONTRATISTA IMPORTE

1* 1991 Trabaj os r eali zad os e n el “cam p o de f ú t b ol d e
San t iag o”

Ur ba n o Her rera A rzola 1.056.000

2* 1993 Cer t i fi cac i ó n n º 3 de la o bra “Cen t r o Soc ial d e
Alaje ró”

Ur ba n o Her rera A rzola 1.479.174

3 1994 Instalaci ó n de l a car pi n t er ía e n la Casa de Cul t u ra,
pr i m era e n t re ga

A fraca, S.L. 3.000.000

4 1995 Pav im e n taci ó n Pist a de I m ada Crau r , S.L. 2.888.943

5* 1995 Pri m er p ag o d e la o b ra “Pist a Lo deil on” Ur ba n o Her rera A rzola 6.000.000

6* 1995 Cer t i fi cac i ó n n º 2 de la o bra “M ej oras In fraes t r uc t u ra
Rural d e Im a da”

Ur ba n o Her rera A rzola 4.360.857

7 1995 2º  pag o d e la o b ra “Casa Cul t ura de Playa San t iag o” José R. Álvarez Pad r ó n 4.000.000

8 1995 Cer t i fi cac i ó n n º 2 de la o bra “Garaje-Al m acé n
Mu ni ci p al”

Ur ba n o Her rera A rzola 4.340.311

9 1995 “Co ns tr ucc ió n m ar q uesinas” Ur ba n o Her rera A rzola 477.440

10 1996 Obra d e Sa nea m ie n t o e n Playa Sa n tia go Ár i d os Her rera, S.L. 5.176.036

11 1996 A dela n t o d e la o b ra “Al u m bra d o Pú bl ico e n Alaj er ó” San t iag o Plase nci a Hd ez. 832.000

12 1996 Trabaj os r eali zad os e n la e rm i ta d e Ar g uay o da José R. Álvarez Pad r ó n 917.000

SUMINISTROS

13 1992 A d q uisici ó n de u na am b ulanci a Au t om o t or  Canar ias, S.A. 1.450.000

14 1995 M o bili ar io p ara Casa Cul t ura de Playa San t iag o Mu e bles Ro d r ígu ez, S.L. 7.000.000

ASISTENCIA TÉCNICA Y TRABAJOS ESPECÍFICOS Y
CONCRETOS NO HABITUALES

15 * 1994 Reco gi da d e basuras cor resp o n di e n te al  m es de
e ner o

Au reli o Arzola Plase nci a 200.000

16 1995 Ho n orar i os p ro f esi o nales p or  Asesora m ie n t o Lab o ral Francisco Javi er  Plase nc ia 44.000

17 1995 Man t e nim i en t o de b o m bas d e ag ua San t iag o Plase nci a Hd ez. 41.600

18 1996 Proyec t o t écnico del Mi rad o r  de El Drag o Cole gi o A r q ui t ec t os 751.418

*  M an da m ie n t os e n los q u e n o co nst a fac t ura.
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